PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS 

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y 

ARTÍCULO 1º.- El Gobierno de la Provincia de Buenos Aires asignará, como mínimo, el uno por ciento (1%) del Presupuesto General de la Administración Provincial de cada año con destino a financiar las diversas acciones y programas impulsadas por el mismo para la integración y la equiparación de oportunidades de las personas con capacidades diferentes, con afectación a las políticas específicas priorizadas por el Consejo Provincial para las Personas Discapacitadas.
ARTÍCULO 2º.- Modifícase el Artículo 5º de la Ley 10592, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“ARTICULO 5º.- Créase el Consejo Provincial para las personas discapacitadas, que será el órgano encargado de asesorar al Poder Ejecutivo en el ejercicio de sus facultades privativas, y en especial:

 a) Proponer los lineamientos de las políticas de promoción específicas, asignar prioridades para la ejecución de las mismas por parte de las distintas reparticiones involucradas, así como sugerir la planificación de esas políticas.

b) Colaborar en la tarea de coordinación de las políticas de promoción específicas aportando todo tipo de propuestas, y realizar el seguimiento de la ejecución de las mismas.

c) Participar activamente en las tareas de fiscalización y control de las Instituciones privadas.


Estará presidido por el señor Gobernador de la Provincia o el funcionario que el mismo designe -con jerarquía no inferior a la de Subsecretario-, e integrado por los representantes de los organismos oficiales que tengan competencia en la materia, según lo prescripto en la ley, y cinco (5) miembros, uno (1) por cada una de las Instituciones privadas de segundo grado, de y para discapacitados, sin fines de lucro, con personería jurídica reconocida en la Provincia de Buenos Aires, los cuales serán designados por el Poder Ejecutivo a propuesta de las Entidades que representen a:

a) Discapacitados viscerales.

b) Discapacitados mentales.

c) Discapacitados neurolocomotores.

d) Discapacitados sensoriales auditivos.

e) Discapacitados sensoriales visuales”.



ARTÍCULO 3º.- Los recursos asignados a las políticas específicas priorizadas por el Consejo Provincial para las Personas Discapacitadas en virtud de lo establecido en el Artículo 1º de la presente, deberán hallarse ejecutados íntegramente al cierre de cada ejercicio.

ARTÍCULO 4º.-  Comuníquese al Poder Ejecutivo.
F U N D A M E N T O S
El presente proyecto de ley nace espontáneamente y en forma casi natural a medida que se realiza el seguimiento de las políticas sobre discapacidad que se ejecutan en nuestro país, en general, y en nuestra Provincia en particular. La lectura del Informe Preliminar sobre la situación de las personas con discapacidad en la Argentina realizado por el Comité de Evaluación del Seguimiento de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad, integrado por cuatro organizaciones de la sociedad civil (El Departamento de Discapacidad de la Central de Trabajadores Argentinos, el Área de Discapacidad de Asociación Mutual Israelí Argentina, el Foro Permanente para la Promoción y la Defensa de los Derechos de las Personas con Discapacidad, y la Comisión para las Personas con Discapacidad del Arzobispado de Buenos Aires) nos ratifica en ese camino, y nos inspira las fundamentaciones de esta iniciativa.

Con la sanción de la Ley 10592, en el año 1987, quedó creado bajo la esfera del Gobernador el Consejo Provincial para las personas discapacitadas, con la función de asesorar al Poder Ejecutivo en el ejercicio de sus facultades privativas, y en especial:

a) Proponer los lineamientos de las políticas de promoción específicas, así como sugerir la planificación de las mismas. 

b) Colaborar en la tarea de coordinación, aportando todo tipo de propuestas.

 
c) Participar activamente en las tareas de fiscalización y control de las Instituciones privadas.

Por otra parte, la página en la red Internet del mencionado Consejo especifíca:


“La misión del Consejo es instalar el tema de la discapacidad en todas las áreas de gobierno, comenzando a formular y gestionar políticas de acción, tendientes a integrar a la persona con discapacidad a la sociedad en todo su conjunto, con el fin último de lograr el máximo de autonomía e independencia de las personas con discapacidad y una participación activa en la vida económica y social del colectivo.
 
… Es nuestro compromiso participar activamente en conjunto con los particulares, los municipios, las organizaciones no gubernamentales, los consejos municipales y los distintos organismos así como sus áreas relacionadas con la discapacidad, intentando arribar a soluciones concretas respecto de los temas y proyectos planteados y a plantearse”.


A lo largo de los casi 19 años de vida del Consejo, el mismo ha corrido suertes variadas en su integración, así como en la perfomance y en los resultados alcanzados, llegando incluso a estar sin haberse constituído durante largos años. A pesar de los avances normativos y las convenciones específicas de derechos humanos incorporadas a la Constitución Nacional, y por lo tanto vigentes también en nuestra Provincia, en ambas jurisdicciones se continúa invisibilizando, discriminando y excluyendo por omisión a las personas con discapacidad, en lo social, sanitario, político, laboral, económico y cultural. En los últimos años, gracias especialmente a la actividad desarrollada por las organizaciones no gubernamentales de y para personas con discapacidad y otras organizaciones, esta problemática se ha hecho más presente en la vida de la sociedad. Se ha manifestado como una cuestión de derechos humanos y como una muestra de los logros que alcanzan las personas con discapacidad.
No sabemos exactamente cuántas son las personas con discapacidad que habitan nuestro provincia aunque se calcula que superan largamente el millón (el último censo poblacional arrojó un 7,1% de la población afectado por distintas discapacidades), la desocupación laboral de los discapacitados se estima que llega al 90%, crece la incidencia que el aumento de los índices de pobreza y desocupación tienen sobre la situación de las personas con discapacidad, particularmente sobre los sectores más críticos: los niños que nacen con discapacidad o que la adquieren en los primeros años de vida como consecuencia de la desnutrición, de la pobreza y la exclusión social; los ancianos, quienes han ampliado su expectativa de vida y son proclives a las enfermedades invalidantes en razón de una inadecuada alimentación y la no debida contención afectiva y social; y las personas que han sufrido accidentes, especialmente automovilísticos o de trabajo y no han logrado acceder a una rehabilitación adecuada. Además, la inclusión de los niños y jóvenes en el sistema educativo se ve seriamente restringida por la ausencia de políticas activas que imposibilita la integración en general y, particularmente, la de los niños y jóvenes con discapacidad en situación de pobreza; las barreras físicas en edificios públicos y de acceso público que persisten sin ser removidas por el Estado ni por los particulares; las limitaciones que les imponen los servicios públicos que no terminan de incorporar unidades adapatadas; … La vida en general esta organizada en base a desconocer las necesidades de las personas discapacitadas.

Gran parte de las situaciones críticas y la insuficiencia descripta en los párrafos anteriores, tiene su origen en la total ausencia de asignación presupuestaria para las políticas específicas del sector, las severas restricciones de financiamiento consecuentes y la desviación de fondos legalmente asignados al financiamiento de prestaciones asistenciales para las personas con discapacidad. Por eso, las entidades representativas de las personas con capacidades diferentes, y las numerosas y muy diversas organizaciones no gubernamentales que trabajan en pos de la defensa de sus derechos, vienen reclamando prioridad para las políticas destinadas a este colectivo social con un presupuesto suficiente y adecuado en los organismos intervinientes, señalando también la necesidad de establecer mecanismos que permitan garantizar la intangibilidad de estos fondos y su correcta aplicación.

En este sentido, justo es reconocer que la temática compleja de la integración de las personas con capacidades diferentes, así como el de la equiparación de oportunidades para las mismas, es abordado desde las políticas públicas a través de la acción gubernamental de muy diversos ministerios y, dentro de estos, desde una multiplicidad de reparticiones; por lo que, al momento de asignar en general un presupuesto para atender las políticas específicas para el sector, se deben enfrentar las dificultades lógicas de un presupuesto atomizado y disperso, que será ejecutado por múltiples funcionarios, muchos de ellos no sensibilizados suficientemente ante las cuestiones de la discapacidad y que, en consecuencia, no despliegan la bravura y el denuedo necesario para defender y aprovechar cada peso o cada recurso que tenga al alcance de su accionar.
Por ello, creemos imprescindible fortalecer el rol y la tarea del Consejo Provincial para las Personas Discapacitadas mediante una ley que consolide su presencia como la agencia del Estado con competencia primaria en materia de afirmación de derechos de las personas con discapacidad y como articulador de políticas y acciones en la materia que desarrollan otros organismos públicos y no gubernamentales. A tal efecto, hemos creído oportuno ampliar las facultades conferidas al Consejo, haciéndolo responsable de la asignación de prioridades en la ejecución de las diversas acciones y programas específicos, así como del seguimiento de la ejecución de las mismas. Para ello, se creyó conveniente también garantizar una asignación presupuestaria mínima para cada año con afectación específica a las políticas del sector, haciéndolo a través del propio Consejo que, con estas modificaciones, se transforma en la agencia natural de planificación y coordinación de las múltiples acciones y planes de gobierno para el sector.

Así, tras consultar la opinión y las recomendaciones de los diversos organismos que han estudiado en profundidad el tema -entre ellos la Organización Internacional del Trabajo-, nos encontramos que existe consenso acerca de que, desde el punto de vista de la previsiones presupuestarias, un piso mínimo para trabajar desde las estructuras estatales responsablemente y con posibilidades reales de transformar la situación actual del colectivo involucrado, debe ubicarse en alrededor del 1% (uno por ciento) de los presupuestos globales de las distintas jurisdicciones. Dicho porcentaje permitiría romper con la anomia y la paralización del estado en materia de políticas sectoriales  y que hoy presentan al estado provincial, en particular, como ciego, sordo, mudo e inmóvil ante las necesidades de las personas discapacitadas.
Hoy el Estado provincial, por falta de presupuesto suficiente, tiene demorados los planes de eliminación de barreras arquitectónicas, no cumple con la ley que lo obliga a brindar la cobertura del IOMA a los alumnos de las escuelas especiales, los servicios asistenciales para atender la rehabilitación de los discapacitados resultan insuficientes, demora el otorgamiento de pensiones graciables a personas discapacitadas, mantiene en niveles nulo o mínimos la inversión necesaria para adaptar el sistema educativo a los requerimientos de una educación inclusiva e integradora, demora las exigencias acerca de la incorporación de unidades adaptadas en el transporte automotor de pasajeros, no cumple con el cupo mínimo de empleados discapacitados en las plantas de personal de sus reparticiones y dependencias…, y así podría seguir enumerando sin agotar nunca la lista de temas en que el estado provincial se encuentra en mora, manteniendo una de las más dolorosas deudas sociales.
La presente iniciativa puede transformar la realidad del sector al posibilitar que personas que sufren o sienten las diversas restricciones y limitaciones que surgen de las discapacidades, administren los recursos destinados a las políticas específicas, administrándolos y ejecutándolos en la forma más adecuada a sus genuinos intereses y necesidades, y posibilitando también dar un salto de calidad en la planificación y en la ejecución de esas políticas.
Por las fundamentaciones vertidas, solicito a los señores legisladores acompañen con su voto la presente iniciativa.-

